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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 13 de agosto de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Hitters, de Lázzari, Negri, Soria, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 91.005, "Amura, José Domingo contra Servitruck S.A. Indemnización por despido, etc.".

A N T E C E D E N T E S

El Tribunal del Trabajo de Zárate hizo lugar a la acción instaurada, imponiendo las costas a la parte demandada (fs. 311/324 vta.).

Ésta dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 334/341).

Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:

I. El tribunal de trabajo interviniente admitió la demanda promovida por José Domingo Amura contra Servitruck S.A. por la que procuraba el cobro del sueldo anual complementario proporcional, vacaciones proporcionales con más la incidencia del sueldo aanual complementario (ambos rubros correspondientes al año 2002), indemnización por despido injustificado y falta de preaviso, así como también las penalidades de los arts. 16 de la ley 25.561 y 2 de la ley 25.323 (fs. 324).

En lo que resulta de interés, por mayoría de sus integrantes juzgó no acreditado que la demandada hubiese adoptado medidas idóneas para superar la crisis económica suscitada varios años antes al 2001 (fs. 315 vta.) y, por ende, ya unánimemente, en etapa sentencial resolvió no demostrada la causal que aquélla había invocado para despedir con fecha 30 de abril de 2002 ‑entre otros trabajadores‑ al aquí accionante (art. 247 de la L.C.T.; fs. 321).

II. Contra la resolución de grado se alza la accionada mediante recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, en el que denuncia absurdo, violación del art. 247 de la Ley de Contrato de Trabajo y doctrina legal que cita (fs. 334/341).

Sostiene que el voto de la mayoría plasmado en el veredicto, se aparta infundadamente de las pruebas documental y pericial contable, esta última ‑a su modo de ver‑ corroborante de todos los extremos invocados en la contestación de la demanda (fs. 336). 

Alega que la falta o disminución de trabajo que provocó el despido del actor no ha sido el producto de un obrar negligente de su parte. Por el contrario, afirma que con los elementos obrantes en autos ha quedado debidamente demostrada: (a) la realización de inversiones, campañas de publicidad y demás paliativos económicos financieros para mejorar la situación que afectaba a la empresa; (b) la creciente disminución de su facturación desde el año 2001 y (c) la existencia ‑a esa fecha‑ del balance del estado contable con saldo negativo (fs. 336 y vta.).

Así, refiere que el pronunciamiento de grado ‑sobre el que remarca su orfandad argumentativa‑ "no tiene en cuenta cuestiones que surgen evidentes de las distintas probanzas de autos", en particular la pericia contable (fs. 336 vta. y 337 vta.). Afirma que si bien los dictámenes periciales no tienen fuerza vinculante para los jueces, su desestimación debe ser razonable y científicamente fundada.

Sostiene que lo expresado en el voto del magistrado que quedó en minoría "prueba de modo irrefutable y concreto que el criterio de la mayoría es legalmente insostenible y carente de toda lógica" (fs. 336 in fine).

Agrega a todo ello que la situación de falta de trabajo como causal de extinción del contrato de trabajo ha quedado fehacientemente demostrada con la tramitación del procedimiento preventivo de crisis que aquélla sustanciara en sede administrativa (fs. 337 in fine).

Por último, considera la quejosa que la situación económica que atraviesa el país desde noviembre de 2001 (imprevisible, ajena, inevitable y actual), constituye un hecho público y notorio que debió ser tenido en cuenta sin necesidad de producir prueba alguna, cuya magnitud y consecuencias son conocidas por todos los habitantes de la Nación (fs. 339 y 340).

III. El recurso, en mi opinión, no prospera.

1. El órgano jurisdiccional de la instancia de origen resolvió que la legitimada pasiva no había logrado acreditar la situación de falta o disminución de trabajo no imputable receptada en el art. 247 de la Ley de Contrato de Trabajo, causal que invocó para rescindir el vínculo contractual que la unía al actor (C.D. nº 432857590 del 30-IV-2002 obrante a fs. 3).

Ello así, pues no obstante juzgar demostrado: (a) que la facturación de la empresa había menguado en forma variable y decreciente entre los meses de enero y abril del año 2002 (fecha del distracto); (b) que el balance de los estados contables de la empresa al 28 de febrero de 2001 había arrojado saldo negativo; (c) que había existido disminución del trabajo de la empresa, debido a que sus clientes (Renault y Sevel) comenzaron a utilizar otros depósitos fiscales de la zona y (d) la existencia de la debacle económico financiera que atravesó el país al momento del distracto (veredicto, segunda cuestión, punto "d"), por mayoría de sus integrantes resolvió que la empleadora no había logrado acreditar la adopción de medidas idóneas para superar dicha crisis (veredicto, cuestión tercera, fs. 316 vta./317 y sent. fs. 321).

Así consideró que la evocada disminución de beneficios no resultaba suficiente para atenuar la responsabilidad de la accionada frente al despido, pues la orfandad probatoria en torno a la realización de actos tendientes a evitar ese decrecimiento, debía ser considerada como un obrar negligente que le era imputable (sentencia, fs. 321). 

En consecuencia, condenó a la demandada al pago de la indemnización establecida en el art. 245 de la Ley de Contrato de Trabajo, desestimando su pretensión de abonar la prestación reducida receptada en el art. 247 del mismo cuerpo legal. 

2. En el recurso, alega el quejoso que el pronunciamiento en crisis quebranta el art. 247 de la Ley de Contrato de Trabajo. 

Imputa absurdo valorativo, a su modo de ver, consumado a través del "apartamiento de la verdad jurídica objetiva" y el "razonamiento autocontradictorio con el análisis de las probanzas aportadas" en la causa (fs. 337). Objeta además que la situación de crisis económica que motivó el despido del accionante ‑entre otros trabajadores‑ constituye un hecho público y notorio que no requiere prueba alguna acerca de su existencia. 

3. Sabido es que determinar la concurrencia de las circunstancias que hacen a la existencia de falta o disminución de trabajo, constituye una típica cuestión de hecho, ajena ‑en principio‑ a la casación, salvo denuncia idónea y efectiva demostración de la existencia de absurdo (conf. causas L. 33.664, sent. del 24‑VIII‑1984; L. 44.689, sent. del 4‑IX‑1990).

Ello exige la verificación del error grave y grosero, concretado en una conclusión incoherente y contradictoria con el orden lógico e incompatible con las constancias objetivas que resultan de la causa (conf. L. 75.525, sent. del 2‑X‑2002). 

Es dable constatar que si bien el quejoso sostiene que el pronunciamiento recurrido adolece del referido vicio, al cabo, no logra evidenciarlo.

En efecto, a lo largo de la pieza recursiva insiste la agraviada en reiterar que el a quo valoró absurdamente las pruebas documental y pericial contable, mediante las cuales ‑a su juicio‑ ha quedado debidamente demostrada la situación de crisis económica que derivó en la falta de trabajo que la obligó a despedir al actor.

Idénticos argumentos esgrime respecto a su tránsito por el Ministerio de Trabajo con la finalidad de instar, con fundamento en el art. 98 y ccdtes. de la ley 24.013; ley 25.561 y decretos 264/2002 y 265/2002, el procedimiento preventivo de crisis en el cual no se logró acuerdo alguno entre las partes (ver expte. administrativo 21‑349‑1282/02, agregado por cuerda; recurso, fs. 337 in fine).

Dichos basamentos resultan, en mi opinión, manifiestamente insuficientes para demostrar el absurdo invocado.

Cabe reparar que en lo concerniente a los documentos adunados a la causa, el demandado ha omitido especificar cuál o cuáles de los numerosos instrumentos por él acompañados (fs. 43/125) habrían sido absurdamente valorados o ignorados por el sentenciante, lo que resultaba una exigencia insoslayable para fundamentar el agravio, máxime cuando dicha instrumental fue expresamente desconocida por la contraparte (ver segundo traslado y auto de apertura a prueba; fs. 151 y 156 vta., respectivamente).

Igual deficiencia presenta el recurso en cuanto se dirige a cuestionar la valoración de la pericia contable, toda vez que se ha omitido particularizar las conclusiones del experto que abonarían la posición planteada por la impugnante. 

Las genéricas y reiteradas expresiones utilizadas por el recurrente, denotativas de su convicción acerca de la acreditación en el expediente de las aristas de la crisis económica que aquejó al país y a su propia empresa ‑cuestión sobre la que el tribunal de grado hizo expreso mérito, aunque derivando en una conclusión adversa a su postulación‑ exponen la deficiencia técnica del recurso, la cual no puede ser satisfecha con la sola mención de los medios probatorios que a su juicio fueron ignorados o absurdamente interpretados (vgr., documental, pericial contable y expediente administrativo).

Es doctrina inveterada que corresponde a la parte que lo alega demostrar la existencia de absurdo y no a la Suprema Corte explicar por qué no se configura (conf. causas L. 32.901, sent. del 15‑V‑1984; L. 34.426, sent. del 9‑IV‑1985; L. 36.127, sent. del 3‑VI‑1986; L. 42.177, sent. del 23‑V‑1989; L. 57.164, sent. del 3‑X‑1995).

Y en el discurrir de su impugnación, más allá de la tangencial mención acerca de las medidas implementadas por la empleadora para atemperar los efectos de la debacle económica (vgr. publicidad, inversiones y demás paliativos..., fs. 336), lo cierto es que el recurrente ha dejado incólume lo que en verdad debió ser objeto de crítica, esto es, aquella evocada conclusión según la cual el tribunal de trabajo ‑por mayoría‑ resolvió que el empleador no había acreditado la adopción de medidas idóneas para superar las secuelas de esa adversa situación por la que había atravesado (vered., cuestión tercera). 

Este trascendental aspecto ha sido determinante para decidir el progreso de la demanda, pues atañe a la responsabilidad que le cupo a la empleadora durante la mencionada crisis. Cabe recordar que haciendo mérito de aquella omisión, el a quo consideró la misma como una "negligencia imputable que no corresponde se subsane a costa de los dependientes", a lo que añadió que la demandada "no ha acreditado el requisito esencial para hacer valer la causal del despido, que es que la crisis se haya producido por circunstancias totalmente ajenas a su voluntad, ejecutando acciones que han derivado en hechos inevitables" (sentencia, fs. 321). 

Ha sostenido esta Corte que, para la admisión de la validez sustancial del despido motivado por falta o disminución de trabajo, con virtualidad limitativa del importe de la indemnización debida al trabajador a la mitad de la que le hubiere correspondido en caso de despido incausado (arts. 245 y 247, L.C.T.), el empleador debe acreditar tanto la existencia de la misma como su inimputabilidad, es decir, la ajenidad de las circunstancias que la han determinado (conf. causas L. 32.958, sent. del 6‑VII‑1984; L. 40.393, sent. del 11‑X‑1988; L. 44.332, sent. del 14‑VIII‑1990; L. 48.444, sent. del 4‑II‑1992; L. 57.629, sent. del 10‑VII‑1996). 
Tampoco logra evidenciar el absurdo valorativo la cita del voto que ha quedado en minoría ‑a la que el recurrente asigna carácter de prueba "irrefutable" de aquel vicio ‑ puesto que sólo traduce la convicción personal de uno de los magistrados, mas no constituye el fundamento del fallo estructurado sobre la mayoría de opiniones (conf. causas L. 50.902, sent. del 12‑X‑1993; L. 63.476, sent. del 2‑XII‑1997; L. 74.641, sent. del 18‑XII‑2002; L. 78.499, sent. del 1‑III‑2004).

Finalmente, importa destacar que no resulta idóneo el argumento de que la crisis económica existente al tiempo del distracto constituyó un hecho público y notorio que debió haber sido tenido en cuenta para justificar el despido sin necesidad de producir prueba alguna, en virtud de que se trató de una situación de emergencia general conocida por la totalidad de los habitantes de la nación que resultó imprevisible, inevitable y ajena a la actuación de la accionada.

Ello así, pues ‑en primer lugar‑ dicho argumento fue oportunamente desestimado por el sentenciante de grado y la recurrente se ha limitado a reintroducirlo en esta instancia extraordinaria sin siquiera esbozar una crítica certera a las razones expuestas en el pronunciamiento.

Y, a mayor abundamiento, cabe destacar que la existencia de una crisis en la industria aunque sea pública y notoria, resulta insuficiente a los fines del despido por falta o disminución de trabajo si no se demuestra también que el principal es ajeno a las causas del desajuste económico sucedido, pues allí es donde debe encontrarse la inimputabilidad a que se refiere el art. 247 de la Ley de Contrato de Trabajo (conf. causas L. 44.332, sent. del 14‑VIII‑1990; L. 49.420, sent. del 10‑XII‑1992). En definitiva, es necesario que el empleador aporte a la causa datos convincentes que demuestren la concreta repercusión de la crisis general en el seno de la empresa, que adoptó oportunamente medidas tendientes a evitar el desequilibrio al que lo llevó dicha situación y asimismo, su "ajenidad" con relación a las circunstancias que la han determinado (conf. causa L. 51.652, sent. del 28‑IX‑1993), presupuestos fácticos que ‑como ha quedado de manifiesto‑ la accionada en autos no ha logrado demostrar.

IV. En virtud de lo expuesto, corresponde rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, con costas a la recurrente vencida (art. 289 del C.P.C.C.).

Con el alcance indicado, voto por la negativa.


Los señores jueces doctores de Lázzari y Negri, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votaron también por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

A excepción de lo sostenido en el último párrafo del ap. III.3, habré de adherir a los restantes fundamentos contenidos en el voto de mi colega doctor Hitters, por considerarlos suficientes para fundar la decisión que propone al Acuerdo.

Con el alcance indicado, voto también por la negativa. 

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído; con costas (art. 289, C.P.C.C.).

Notifíquese y devuélvase.
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